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En el mundo, 884 millones de personas carecen de acceso al agua potable y más de 2.600 millones no cuentan con servicio de saneamiento básico. 

Cada año fallecen aproximadamente 1,5 millones de niños menores de 5 años y se pierden 443 millones de días lectivos a consecuencia de enfermedades relacionadas con el agua y el saneamiento.

El XV informe del Estado de la Nación indica que para el año 2008, apenas el 25,6% de la población costarricense contaba con alcantarillado; el 70,7% de nuestra población dispone de tanques sépticos, un 3,0% de letrinas, un 0,2% posee otros sistemas y un 0,5% defeca al aire libre. 

En Costa Rica, solamente el 3,6% de todas las aguas residuales reciben tratamiento adecuado y la cobertura de alcantarillado sanitario, en vez de aumentar, disminuyó de 31% a 25,6% entre 2000 y 2008, a raíz de la poca inversión realizada.

Control de contaminación. Con el fin de reforzar los mecanismos de comando control establecidos en el Reglamento de Vertidos y Reúso de Aguas Residuales que no lograron, por sí solos, reducir los índices de contaminación, y además, poner en práctica el principio contaminador-pagador, el Poder Ejecutivo promulgó en el año 2003 el instrumento económico de regulación de la contaminación denominado Canon Ambiental por Vertidos (CAV), por medio del cual los usuarios-contaminadores, ya sean personas físicas o jurídicas, públicas y privadas, incluyendo a los entes prestatarios del servicio de alcantarillado sanitario, deben cancelarle al Estado por medio del Minaet, un pago en contraprestación del servicio ambiental brindado por los cuerpos acuáticos superficiales por el trasporte y eliminación de los desechos líquidos originados en un vertimiento puntual, los cuales puedan causar efectos nocivos sobre el recurso hídrico, los ecosistemas relacionados, la salud humana y las actividades productivas.

Omisión del Minaet. A pesar de la actual crisis hídrica y de que el CAV se encuentra en aplicación práctica desde octubre del año 2008 (por orden de la Sala Constitucional), el Minaet había venido obviando ejercer acciones necesarias tendientes a su cobro respecto al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados (ICAA), principal operador nacional de alcantarillado sanitario, y al mismo tiempo, el ICAA no obstante de ser sujeto pasivo de dicha obligación, había rehusado cancelar dicho pago.

Tanto la omisión del Minaet de cobrar el CAV, como la del ICAA de pagarlo, violentaron el derecho de todos los costarricenses a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, el derecho a la salud, el deber del Estado de proteger nuestras bellezas naturales, el derecho humano al agua y saneamiento, así como nuestra obligación derivada de la suscripción del DR-CAFTA de cumplir de manera sostenida y recurrente con la legislación ambiental vigente. 

Así lo entendió la Sala Constitucional en el reciente voto 16378-2010 que declaró con lugar el recurso de amparo interpuesto al efecto, ordenando al Minaet, en el plazo de tres meses, establecer las acciones pertinentes y necesarias para implementar el efectivo cobro del CAV al ICAA respecto de la red de alcantarillado sanitario que este administra.

Los costarricenses llevamos más de siete años esperando la implementación y correcta aplicación de este instrumento de regulación de la contaminación, cuyos fondos recaudados deben ser utilizados exclusivamente para financiar proyectos de alcantarillado y tratamiento de aguas residuales, promoción de producción más limpia, monitoreo de fuentes emisoras y educación ambiental.

Ya es hora de revertir las espeluznantes estadísticas hídricas y dar el salto hacia un saneamiento más responsable, a través de sistemas de alcantarillado sanitario con tratamiento previo al vertido en el cuerpo de agua receptor. 

